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Rivera Marchand, Jueza Ponente 

SENTENCIA 

 En San Juan, Puerto Rico, a 13 de abril de 2021. 

 Comparece ante nos ER Contractor Corp. (ERCC o recurrente) 

y solicita la revocación de la Resolución emitida el 1 de septiembre 

de 2020 por el Municipio Autónomo de Cayey (Municipio o 

recurrido). En la referida determinación administrativa, el Municipio 

le impuso una multa a ERCC al amparo de la Ley de Municipios 

Autónomos (LMA).1  

 Por los fundamentos que expresaremos a continuación, 

desestimamos el recurso de revisión administrativa de epígrafe. 

Veamos. 

I. 

ERCC, realizó una construcción de mejoras a las Unidades en 

el Proyecto Brisas de Cayey, dentro de la demarcación territorial del 

 
1 Ley de Municipios Autónomos, Ley Núm. 81 de 1991 21 L.P.R.A. §§ 4052 Art. 

2.007 (g). El referido estatuto fue derogado y sustituido por el Código Municipal 

de Puerto Rico, Ley 107 de 14 de agosto de 2020 (Código). No obstante, conforme 
surge de la Resolución impugnada los hechos en controversia corresponden al 

periodo anterior a la vigencia del Código por lo que el análisis es según las 

disposiciones de la Ley 81 de 30 de agosto de 1991. 
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Municipio Autónomo de Cayey.2 Culminado el proyecto, el 

Municipio, mediante carta cursada el 7 de julio de 2020, le impuso 

una multa a ERCC por $77,873.60, por no haber realizado el pago 

correspondiente sobre los arbitrios de construcción, entre otros, 

previo al comienzo de la obra.3 

Oportunamente, el recurrente solicitó reconsideración y en 

respuesta, el Municipio reiteró su posición en torno a la penalidad 

impuesta y le concedió a ERCC una vista administrativa para 

dilucidar si en efecto procedía o no aplicar la sanción 

administrativa.4  

Así las cosas y celebrada la vista administrativa, el oficial 

examinador dictó una Resolución confirmando la determinación del 

Municipio.  Sostuvo así, la imposición de la multa administrativa a 

ERCC, y le ordenó el pago inmediato de la penalidad. Para 

fundamentar su conclusión, el Oficial Examinador adujo, entre 

otras cosas, que ERCC incumplió con los requisitos establecidos en 

la Ley de Municipios Autónomos, supra, la cual establece que previo 

a la construcción de una obra dentro del Municipio se requiere 

presentar una declaración de obra y pagar el arbitrio 

correspondiente.5 Mediante la Resolución, el Municipio apercibió a 

ERCC sobre su derecho a solicitar reconsideración y revisión judicial 

en cuanto a la penalidad y los intereses impuestos.6 En lo pertinente 

notificó lo siguiente:  

[A]quella parte afectada por la presente Resolución podrá 
solicitar al Municipio una Reconsideración de la misma, 
sometiendo un escrito dentro del plazo de veinte (20) días 
contados a partir de la fecha de archivo en autos de dicha 
Resolución. La misma será presentada sometiendo el escrito 
por correo regular o correo certificado ante la División Legal 
del Municipio, a la atención del Oficial Examinador que 
suscribe. En la alternativa la parte afectada podrá recurrir 
directamente al Tribunal de Apelaciones en revisión judicial, 
dentro del término de treinta (30) días de archivo en autos de 
la resolución emitida. Los términos comprendidos en los 
presentes apercibimientos se computan a base de días 
naturales. […].7  

 
2 Véase Resolución, Apéndice de Revisión Administrativa, pág. 2. 
3 Ley de Municipios Autónomos, Ley Núm. 81 de 1991 21 L.P.R.A. §§ 4052 Art. 
2.002 (d). 
4 Id. en la pág. 26. 
5 Resolución, Apéndice de Revisión administrativa 1-6. 
6 Id. 
7 Id. 
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En reacción a lo anterior, ERCC solicitó reconsideración. En 

la misma, adujo que al no ser el dueño del proyecto no era 

responsable de presentar la declaración de obra, la cual a su vez, 

inicia el proceso correspondiente para el pago de los arbitrios. 

Arguyó que en vista de que no le correspondía presentar la 

declaración de obra, no procedía imputarle incumplimiento alguno 

de la Ley de Municipios Autónomos, supra y mucho menos atribuirle 

el pago de los arbitrios.8 El oficial examinador emitió una Resolución 

en la cual declaró No Ha Lugar la referida petición de 

reconsideración.9  

Inconforme, ECRR presentó un recurso de revisión ante esta 

Curia, en la cual señaló los siguientes errores: 

ERRÓ EL MUNICIPIO DE CAYEY, EN SU INTERPRETACIÓN 
DEL DERECHO APLICABLE Y EN LA APLICACIÓN DEL 
MISMO A LA EVIDENCIA SUSTANCIAL QUE OBRA EN EL 
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, EMITIENDO UNA 
DECISIÓN IRRAZONABLE E INAPROPIADA QUE ES 
CONTRARIA A LAS DISPOSICIONES APLICABLES.  
 
ERRÓ EL MUNICIPIO DE CAYEY, AL CONCLUIR QUE NO 
EXISTE PRUEBA EN EL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO 
QUE JUSTIFIQUE LA DILACIÓN EN EL PAGO DE LOS 
ARBITRIOS DE CONSTRUCCIÓN QUE DEMUESTRE QUE 
LA FALTA DE PAGO OPORTUNO DE LA MISMA SE DEBIÓ A 
UNA CAUSA EXCUSABLE O ALGÚN HECHO 
EXTRAORDINARIO QUE LE IMPIDIERA EFECTUAR EL 
MISMO OPORTUNAMENTE.  

 

En cumplimiento de nuestra Resolución, el Municipio acreditó 

su Alegato en Oposición el 3 de marzo de 2021. Con el beneficio de 

la comparecencia de las partes, procedemos a resolver.  

II. 

A. Jurisdicción 

La jurisdicción consiste en el poder o autoridad que tiene el 

tribunal para resolver un caso o controversia. JMG Investment, Inc. 

v. ELA, 2019 TSPR 231, resuelto el 11 diciembre de 2019. Por ello, 

es norma reiterada que las cuestiones de jurisdicción son de índole 

privilegiada y deben ser resueltas con preferencia. Íd. De hecho, los 

tribunales tienen que ser celosos guardianes, por lo que tienen el 

 
8 Id. en la nota 7. 
9 Id. en la pág. 18. 
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deber ministerial de examinarla y evaluarla rigurosamente, ya sea 

porque fuera cuestionada o a iniciativa propia, independientemente 

de la etapa en que se encuentre el proceso. Íd. Véase, además, Torres 

Alvarado v. Madera Atiles, 2019 TSPR 91, resuelto el 9 de mayo de 

2019; Cordero v. Oficina de Gerencia de Permisos y otros, 187 DPR 

445, 457 (2012); SLG Solá Moreno v. Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 

682 (2011). 

De otra parte, y para propósitos del recurso ante nos, debemos 

destacar que el derecho a cuestionar una resolución administrativa 

mediante revisión judicial proviene del derecho constitucional al 

debido proceso de ley. Ante ello, resulta necesario que las agencias 

cumplan cabalmente con el requisito de notificación adecuada. 

Picorelli López v. Depto. de Hacienda, 179 DPR 720, 736 (2010). El 

deber de notificar a las partes adecuadamente no constituye un 

mero requisito, esto ya que una notificación insuficiente puede traer 

consigo consecuencias adversas a la sana administración de la 

justicia. Olivo v. Srio. de Hacienda, 164 DPR 165, 178 (2005). Una 

notificación adecuada brinda a las partes la oportunidad de advenir 

en conocimiento real de la determinación tomada, y les otorga una 

mayor oportunidad de decidir si ejercen o no los remedios 

disponibles en ley. Picorelli López v. Depto. de Hacienda, supra, pág. 

737.  A esos efectos, el Tribunal Supremo resolvió que no se le 

pueden oponer los términos jurisdiccionales para recurrir de una 

determinación administrativa a una parte que no ha sido notificada 

de dicha determinación conforme a derecho. Comisión Ciudadanos 

v. G.P. Real Property, 173 DPR 998 (2008). Hasta que no se notifica 

adecuadamente a las partes una resolución, orden o sentencia, esta 

no surte efecto y los distintos términos que de ella dimanan no 

comienzan a transcurrir. Caro v. Cardona, 158 DPR 592, 599-600 

(2003). Lo antes necesariamente surte efectos y consecuencias de 

índole jurisdiccional, toda vez que el recurso presentado, de esta 

forma defectuosa, se entiende prematuro. 
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Un recurso prematuro, al igual que uno tardío, priva de 

jurisdicción al tribunal al cual se recurre. Torres Alvarado v. Madera 

Atiles, supra. Ello, pues su presentación carece de eficacia y no 

produce ningún efecto jurídico, ya que en ese momento todavía no 

ha nacido autoridad judicial o administrativa para acogerlo. Íd. De 

ese modo, si el tribunal no tiene jurisdicción, solo resta declararlo 

así y desestimar la reclamación sin entrar en los méritos de la 

controversia. Íd. Es decir, procede la inmediata desestimación del 

recurso apelativo según lo dispuesto en las leyes y los reglamentos 

para el perfeccionamiento de estos recursos.  

A esos efectos, la Regla 83 (C) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83(C), faculta al foro apelativo a 

actuar por iniciativa propia para desestimar un recurso apelativo 

ante la ausencia de jurisdicción. Asimismo, faculta a esta Curia a 

desestimar motu proprio un recurso apelativo si se satisface alguno 

de los criterios contenidos en la regla. De la referida regla 

destacamos lo siguiente:  

[ . . . ] 
 
(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento la 
desestimación de un recurso por los motivos siguientes:  
 
(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de jurisdicción.10 

 
[ . . . ]  
 
(C) El Tribunal de Apelaciones a iniciativa propia, podrá 
desestimar un recurso de apelación o denegar un auto 

discrecional por cualquiera de los motivos consignados en el 
inciso (B) precedente.11 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83.  

 

B. Ley de Municipios Autónomos  

La Ley de Municipios Autónomos, supra, establece como 

política pública del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, otorgar a 

los municipios, autonomía, y proveerles a estos, las herramientas 

financieras y los poderes y facultades necesarias para asumir un rol 

central y fundamental en el desarrollo urbano, social y económico. 

Mun. de Peñuelas v. Ecosystems, Inc., 197 DPR 5 (2016). 

 
10 Énfasis suplido.  
11 Énfasis suplido. 
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Aunque los municipios carecen de poder inherente para 

imponer tributos, la Asamblea Legislativa puede delegarles esa 

facultad mediante mandato claro y expreso. HBA Contractors v. Mun. 

de Ceiba, 166 DPR 443, 453-454 (2005). A esos efectos, la 

Constitución de Puerto Rico establece que el poder del Estado Libre 

Asociado para imponer y cobrar contribuciones y autorizar su 

imposición y cobro por los municipios se ejercerá según se disponga 

por la Asamblea Legislativa, y nunca será rendido o suspendido. Art. 

VI, Sec. 2, Const. P.R. LPRA, Tomo 1. Const. José Carro v. Mun. 

Dorado, 186 DPR 113 (2012).  

De igual forma los municipios están autorizados a imponer 

multas y penalidades ante presuntos incumplimientos de lo 

establecido mediante el referido estatuto. A tenor con el Art. 2.007 

si se incumple con el pago de arbitrios, el Director de Finanzas podrá 

imponer una sanción administrativa del doble del importe del 

arbitrio impuesto luego de la celebración de una vista 

administrativa. En particular, el inciso (g)(1) de dicho artículo 

dispone: 

(g) Incumplimiento - El incumplimiento por parte de un 
contribuyente de presentar cualquiera de las declaraciones y/o 
documentos requeridos para corroborar la información ofrecida o el 
ofrecer información falsa, a sabiendas de su falsedad en la 
Declaración de Actividad de Construcción, así como el 
incumplimiento del pago del arbitrio, acompañada por la 
realización de la actividad de construcción tributable, dará lugar a 
la aplicación de distintas sanciones, a saber: 

 
(1) Sanción administrativa- Cuando el Director de Finanzas 

determine que el contribuyente ha incurrido en 
cualquiera de los actos mencionados en el primer 
párrafo de este inciso, luego de conceder una vista 
administrativa al efecto y de conformidad con el 
procedimiento establecido en la Ley de Procedimiento 
Administrativo Uniforme [Nota: Derogada y sustituida 
por la Ley 38-2017,"Ley de Procedimiento Administrativo 
Uniforme del Gobierno de Puerto Rico"], de encontrarse 
probada la conducta imputada, procederá el 
Director de Finanzas al cobro de arbitrio, según 
corresponda, y a imponer al contribuyente una penalidad 
administrativa equivalente al doble del importe del 
arbitrio impuesto con los intereses correspondientes. Se 
concede un derecho de revisión al contribuyente respecto 
a la penalidad e intereses impuestos independiente a la 
revisión del arbitrio impuesto; por lo que el contribuyente 
deberá pagar el arbitrio impuesto antes de proceder a 
impugnar la penalidad o intereses impuestos. En este 
caso, el pago de la penalidad se efectuará una vez se 
ratifique la corrección de ésta por el Tribunal de Primera 
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Instancia, bajo el procedimiento establecido en el Artículo 
15.002 de esta Ley (subrayado nuestro). 

 

En su consecuencia y en cumplimiento de nuestro 

ordenamiento jurídico, la Ley de Municipios Autónomos, supra, 

establece los términos y condiciones correspondientes a la revisión 

judicial de una penalidad impuesta por un municipio, dentro de un 

debido proceso de ley. Repasemos las disposiciones aplicables.  

El Art. 15.002 de la Ley de Municipios Autónomos, 21 LPRA 

sec. 4702, en lo pertinente, dispone que: 

(1) El Tribunal de Primera Instancia de Puerto Rico 
entenderá y resolverá con exclusividad, a instancias de 
la parte perjudicada, sobre los siguientes asuntos: 
 

a) Revisar cualquier acto legislativo o administrativo de 
cualquier funcionario u organismo municipal que lesione 
derechos constitucionales de los querellantes o que sea 
contrario a las leyes de Puerto Rico.  
 

b) Suspender la ejecución de cualquier ordenanza, 
resolución, acuerdo u orden de la legislatura, del alcalde 
o de cualquier funcionario del municipio que lesione 
derechos garantizados por la Constitución del Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico o por las leyes estatales.  
 

c) [ . . . ]  
 

d) [ . . . ] 
 

En los casos contemplados bajo las cláusulas (a) y (b) de este 
inciso, la acción judicial sólo podrá instarse dentro de los 
veinte (20) días siguientes a la fecha en que el acto legislativo 
o administrativo se haya realizado o que la ordenanza, 
resolución, acuerdo u orden se haya notificado por el alcalde 
o funcionario municipal autorizado a la parte querellante por 
escrito mediante copia y por correo regular y certificado a 
menos que se disponga otra cosa por ley. Disponiéndose, que 
el término de veinte (20) días establecido en esta sección 
comenzará a decursar a partir del depósito en el correo de 
dicha notificación; y que la misma deberá incluir, pero sin 
ser limitativo, el derecho de la parte afectada a recurrir 
al Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior 
competente; término para apelar la decisión; fecha del 
archivo en auto de la copia de la notificación y a partir 
de [qué] fecha comenzará a transcurrir el término.12  
 
[ . . . ] 
 

Por otro lado, el Artículo 2.003(b) de la Ley de Municipios 

Autónomos, en lo pertinente, establece que: 

[ . . . ]  
 

(b) Legislación con multas administrativas. — En el 
ejercicio de sus facultades para reglamentar, investigar, 
emitir decisiones, certificados, permisos, endosos y 
concesiones, el municipio podrá imponer y cobrar multas 
administrativas de hasta un máximo de cinco mil (5,000) 

 
12 Énfasis suplido.   
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dólares por infracciones a sus ordenanzas, resoluciones y 
reglamentos de aplicación general, conforme se establezca 
por ley u ordenanza. Cada municipio, al momento de 
imponer una multa en una ordenanza, resolución o 
reglamentación deberá evaluar la proporcionalidad entre la 
severidad de la violación cometida y la multa a imponerse.     
 

El municipio deberá adoptar mediante ordenanza un 
procedimiento uniforme para la imposición de multas 
administrativas que contenga las garantías del debido 
procedimiento de ley, similar al establecido en la Ley Núm. 
170 de 12 de agosto de 1988, según enmendada, conocida 
como la “Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico.13 
 

El Tribunal de Primera Instancia entenderá en toda 
solicitud de revisión judicial de cualquier persona 
adversamente afectada por una orden o resolución municipal 
imponiendo una multa administrativa. (Énfasis nuestro). 

 

III. 

En cumplimiento de la normativa antes expuesta, nos 

corresponde auscultar nuestra jurisdicción como asunto de umbral, 

y así determinar la procedencia de nuestra autoridad e intervención 

en el presente recurso administrativo. Luego de un examen 

minucioso del expediente y en particular, de la Resolución 

administrativa impugnada, observamos que el Municipio apercibió 

a las partes afectadas, por el referido dictamen, sobre su derecho a 

recurrir directamente al Tribunal de Apelaciones en revisión judicial. 

Dicho apercibimiento es contrario a lo establecido en la Ley de 

Municipios Autónomos, supra, lo que resulta en una notificación 

defectuosa.14   Nos explicamos. 

En la notificación de la Resolución recurrida, el Municipio 

apercibió a ERCC sobre su derecho a solicitar reconsideración y los 

términos correspondientes a la revisión judicial. Sobre la revisión 

judicial la parte recurrida expresó y notificó que el recurrente 

tendría 30 días para acudir directamente ante el Tribunal de 

Apelaciones. Lo anterior es incompatible con la Ley de Municipios 

Autónomos, supra.  

 
13 Derogada y sustituida por la Ley 38-2017, “Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”.  
14 Cabe señalar que según establece el Código Municipal de Puerto Rico, el proceso 
sobre revisión judicial de sanciones administrativas ante el Tribunal de Primera 

Instancia permanece inalterado.  Véase Art. 1.050, Art. 2.109(c) y Art. 2.110(g)(i) 

del Código.  
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El Artículo 2.007 (g) (1) de la Ley de Municipios Autónomos, 

supra, establece que, el incumplimiento de un contribuyente con la 

presentación de documentos requeridos para corroborar 

información ofrecida, así como el incumplimiento del pago del 

arbitrio, dará lugar a la imposición de una sanción administrativa, 

equivalente al doble del importe del arbitrio impuesto más los 

intereses correspondientes.  Antes de imponer la sanción, se le 

concederá una vista administrativa a la parte afectada con el 

propósito de determinar si la misma procede o no. Esta sanción 

podrá ser impugnada y su pago se efectuará una vez se ratifique la 

corrección de esta por el Tribunal de Primera Instancia, bajo el 

procedimiento establecido en el Artículo 15.002 de la referida Ley. 

El citado artículo establece, que el foro con jurisdicción en asuntos 

como el de epígrafe, donde se podrá revisar una penalidad 

administrativa es el Tribunal de Primera Instancia.  

De otra parte, el Artículo 2.003(b) de la Ley de Municipios 

Autónomos, supra, establece que el Tribunal de Primera Instancia 

entenderá en toda solicitud de revisión judicial de cualquier persona 

adversamente afectada por una orden o resolución municipal 

imponiendo una multa administrativa. La penalidad impuesta por 

Municipio a ERCC en autos constituye una multa administrativa 

bajo este Art. 2.003 supra. Siendo así, y en esta etapa de los 

procedimientos, le corresponde al foro primario atender la solicitud 

de revisión de la penalidad administrativa.   

Por entender que los términos de revisión judicial informados 

por el Municipio en el dictamen impugnado son erróneos, nos 

resulta evidente, que la notificación es defectuosa. Cónsono a ello, 

nos encontramos ante un recurso prematuro cuyos términos 

jurisdiccionales no han comenzado a transcurrir. El término que le 

corresponde a la recurrente para acudir ante el foro primario 

comenzará a decursar una vez el Municipio, notifique correctamente 

el dictamen administrativo, con los términos adecuados y 
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correspondientes a la revisión judicial conforme establecen las 

disposiciones estatutarias antes citadas.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, desestimamos el 

recurso de revisión de epígrafe, presentado por ERCC, 

por falta de jurisdicción. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


